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Resumen: En este trabajo se analiza el proceso judicial vigente para la tutela civil de los Derechos Fundamentales al honor, a la intimidad y a la propia imagen recogidos en el art 18.1 de la Constitución y los derechos a la libertad de expresión o ideológica y a la libertad de información del art. 16.1 y 20 de la Constitución Española.
Abstract: In this paper the current trial for civil protection of the fundamental rights to honor, privacy and self-image is analyzed contained en art 18.1 of the Constitution and the rights to freedom of expression or freedom of ideological and information art 16.1 and 20 of the Spanish Constitution. 
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Introducción
Dispone el art. 53.2 CE que “cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de los derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección Primera del Capítulo II ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y de sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el TC. Este último recurso  será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30"
. La Ley 1/2000 Enjuiciamiento Civil ha derogado la Sección III y última de la Ley de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales. La Ley de Enjuiciamiento Civil ( en adelante LEC) dice en su Exposición de Motivos (apartado I) que “el derecho de todos a una tutela judicial efectiva, expresado en el apartado primero del artículo 24 de la Constitución, coincide con el anhelo y la necesidad social de una Justicia civil nueva, caracterizada precisamente por la efectividad”. La Ley aclara lo que se ha de entender por Justicia civil efectiva y , al efecto, dice que tal concepto significa , por consustancial al concepto de Justicia, plenitud de garantías procesales, a la vez que, tiene que significar, una respuesta judicial más pronta, mucho más cercana en el tiempo a las demandas de tutela, y con mayor capacidad de transformación real de las cosas. Por tanto, justicia civil  efectiva significa “un conjunto de instrumentos encaminados a lograr un acortamiento del tiempo necesario para una definitiva determinación de lo jurídico en los casos concretos, es decir, sentencias menos alejadas del comienzo del proceso, medidas cautelares más asequibles y eficaces, ejecución forzosa menos gravosa para quien necesita promoverla y con más posibilidades de éxito en la satisfacción real de los derechos e intereses legítimos”.
La LEC establece un único procedimiento para la tutela de los derechos fundamentales que se tramita ante los tribunales ordinarios con carácter preferente. El sistema de protección de derechos fundamentales propuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 1/2000 de 7 de enero viene apuntado en su Exposición de Motivos 
( apartado X)  en que se dice que el Libro II de la presente Ley, dedicado a los procesos declarativos, comprende , dentro del Capítulo referente a las disposiciones comunes, las reglas para determinar el proceso que se ha de seguir. Determinación que se lleva a cabo combinando criterios relativos a la materia y a la cuantía. Con respecto a los Derechos Fundamentales a que hace referencia el art. 53.2 de la Constitución, la Ley de Enjuiciamiento Civil , entiende que la sumariedad a que se refiere este precepto de la Constitución no ha de entenderse en el sentido estricto o técnico-jurídico, de ausencia de cosa juzgada a causa de una limitación de alegaciones y prueba para un adecuado enfoque del tema, “resulta imprescindible  la distinción entre los derechos fundamentales cuya violación se produce en la realidad extraprocesal y aquellos que, por su sustancia y contenido , solo pueden ser violados o infringidos en el seno de un proceso”. Con respecto a los primeros, esto es, los derechos fundamentales cuya violación se produce extraprocesalmente, considera la Exposición de Motivos de la Ley que  pueden y deben ser llevados a un proceso para su rápida protección de forma que la tramitación se realice a través de un proceso con preferencia: “el hecho o comportamiento, externo al proceso, generador de la pretendida violación del derecho fundamental, se residencia después jurisdiccionalmente. Y lo que quiere el concreto precepto constitucional citado es, sin duda alguna, una tutela judicial singularmente rápida”.
Continúa la Exposición de Motivos de la Ley diciendo que “Respecto a los derechos fundamentales que, en sí mismos, consisten en derechos y garantías procesales, sería del todo ilógico que a su eventual violación respondiera el Derecho previendo, en el marco de la jurisdicción ordinaria, tanto uno o varios procedimientos paralelos como un proceso posterior a aquél en que tal violación se produzca y no sea reparada”. Considera el legislador que con lo primero se entraría de lleno en el territorio de lo absurdo, y lo segundo supondría duplicar los procesos jurisdiccionales, amén de que cabría hablar de duplicación, como mínimo, pues en este segundo proceso, contemplado como hipótesis, tambień podría producirse o pensarse que, a juicio del legislador, se había producido una nueva violación de derechos fundamentales, de contenido procesal. Por todo ello, para los derechos fundamentales que se refieren a bienes jurídicos del ámbito vital extrajudicial, la LEC establece que los procesos correspondientes se sustancian por un cauce procedimental de tramitación preferente, más rápido que el que fue establecido por la Ley de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, de 1978, que fue el trámite de juicio ordinario, con demanda, contestación a la demanda y reconvención, en su caso, todos ellos por escrito, seguidas de vista y sentencia.
Con respecto a los derechos fundamentales de naturaleza procesal, cuya infracción se puede producir durante cualquier litigio, la LEC descarta un , por ella denominado “ilógico” procedimiento especial ante las denuncias de infracción y considera que las posibles violaciones han de remediarse en el seno del proceso en que se han producido, a cuyo fin responden, respecto de muy diferentes puntos y cuestiones, múltiples disposiciones de la Ley, con la finalidad de conseguir una rápida tutela de las garantías procesales constitucionalizadas. A este respecto, señala la Ley que “la mayoría de estas disposiciones tienen carácter general pues aquello que regulan es susceptible siempre de originar la necesidad de tutela derechos fundamentales de índole procesal, sin que tenga sentido por tanto, establecer una tramitación preferente. En cambio, y a título de meros ejemplos de  reglas singulares, cabe señalar la tramitación preferente de todos los recursos de queja y de los recursos de apelación contra ciertos autos que inadmitan demandas..”.
Así pues, de acuerdo con la regulación establecida en la LEC, nuestro sistema de tutela de los derechos fundamentales se caracteriza por tener que acudir el ciudadano, en primer lugar, a su Juez legal ordinario a fin de obtener la protección de su derecho fundamental vulnerado y, si no obtuviera de él la tutela, habrá de reproducir su pretensión ante los Tribunales superiores del Poder Judicial hasta agotar dentro de la Jurisdicción ordinaria los medios de impugnación (art. 44.1.a LOTC). Tan sólo cuando su petición de restablecimiento del derecho fundamental vulnerado no fuera atendida por el Poder Judicial estará facultado para recurrir en amparo ante el TC. Subsiste, así, en nuestro ordenamiento dos tipos de amparo, el ordinario y el constitucional.
Amparo ordinario y constitucional de amparo
Como ya se ha mencionado “ut supra”, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 53.2 CE, todos los ciudadanos podrán recabar la tutela de los derechos fundamentales “ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y de sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional”
El recurso de amparo es un medio de impugnación extraordinario y subsidiario que cabe interponer ante el Tribunal Constitucional contra la última resolución definitiva emanada del poder judicial por haber vulnerado dicha resolución un derecho fundamental. Está dirigido a obtener la declaración de nulidad de esta resolución, el reconocimiento del derecho fundamental infringido y por último la adopción de las medidas necesarias para su restablecimiento. El Tribunal Constitucional tiene como misión la defensa de los derechos fundamentales en doble sentido: Subjetivo: El Tribunal Constitucional asume la defensa de estos derechos respecto de los cuales tiene la última palabra. Objetivo: El Tribunal Constitucional interpreta las normas constitucionales. Esto se impone a todos los poderes públicos. El recurso de amparo va a resultar procedente contra cualquier vulneración que los poderes públicos puedan cometer contra los derechos fundamentales.
Bajo la rúbrica "De los derechos fundamentales y de las libertades públicas" nuestra Constitución reconoce derechos tales como el derecho a la vida, a la libertad o el honor. Son los derechos propios del liberalismo más clásico, los esenciales de la persona y los que, en razón de esta condición, gozan del máximo nivel de protección jurídica. De ahí que para garantizar este mayor nivel de protección se contemple, como medida específica, además de las previstas para todos los derechos del Capítulo Segundo -a la que más abajo nos referimos-, el recurso de amparo, en sus dos escalones, judicial y constitucional.
A) Amparo judicial
El amparo de los derechos fundamentales y libertades públicas ante los Tribunales ordinarios se instrumenta a través de un procedimiento especial, preferente y sumario, según prescribe el apartado 2 del artículo 53. En palabras del propio Tribunal Constitucional, "la preferencia implica prioridad absoluta por parte de las normas que regulan la competencia funcional o despacho de los asuntos; por sumariedad, como ha puesto de relieve la doctrina, no cabe acudir a su sentido técnico (pues los procesos de protección jurisdiccional no son sumarios, sino especiales), sino a su significación vulgar como equivalente a rapidez" (STC 81/1992, de 28 de mayo).
Este procedimiento preferente y sumario fue regulado  mediante la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona, posteriormente completada, en cuanto al ámbito de los derechos protegidos, por el Real Decreto Legislativo 342/1979, de 20 de febrero y por la disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional en la que se articulaban  tres vías de protección de los derechos fundamentales -penal, civil y contencioso administrativa- siendo características comunes de todas ellas la reducción de los plazos, la supresión de trámites y la  escasez de formalidades. 
No obstante,  con respecto a la garantía civil, el artículo 249.2º de la Ley  de Enjuiciamiento Civil declaró aplicable el juicio ordinario a "las (demandas) que pretendan la tutela del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y las que pidan la tutela judicial de cualquier otro derecho fundamental, salvo las que se refieran al derecho de rectificación", quedando derogados por la disposición derogatoria 2.3º de la misma los artículos 11 a 15 de la Ley  62/1978, de 28 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona. Por su parte, la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del procedimiento abreviado, derogó los artículos 1 a 5 de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona. El  título IV del Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, contempla el procedimiento por delitos de injuria y calumnia contra particulares y en el Título V el procedimiento por delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación, que recogen el contenido de la protección otorgada por la ley 62/1978.
La  garantía sumaria y preferente ante los Tribunales ordinarios en las distintas leyes rituarias se ha completado en el año 2002.
B) Amparo constitucional
A través del recurso de amparo, el Tribunal Constitucional se convierte en garante máximo de los derechos y libertades, recurso instaurado por vez primera entre nosotros en la Constitución de 1978. Se trata de un recurso que procede ante la vulneración de cualesquiera de los derechos contemplados en los artículos 14 a 29 y 30 de la Constitución; un recurso de carácter subsidiario, por lo que requiere el agotamiento de la vía judicial previa, en la que habrá de haberse invocado el derecho vulnerado, a fin de que los órganos judiciales hayan podido pronunciarse sobre la vulneración alegada. 
En palabras del propio Tribunal Constitucional: " ...el artículo 53.2 CE atribuye la tutela de los derechos fundamentales primariamente a los Tribunales ordinarios (...), por lo que la articulación de la jurisdicción constitucional con la ordinaria ha de preservar el ámbito que al Poder Judicial reserva la Constitución (...) El respeto a la precedencia temporal de la tutela de los Tribunales ordinarios exige que se apuren las posibilidades que los cauces procesales ofrecen en la vía judicial para la reparación del derecho fundamental que se estima lesionado (...) esta exigencia, lejos de constituir una formalidad vacía, supone un elemento esencial para respetar la subsidiariedad del recurso de amparo  y, en última instancia, para garantizar la correcta articulación entre este Tribunal y los órganos integrantes del Poder Judicial, a quienes primeramente corresponde la reparación de las posibles lesiones de derechos invocadas por los ciudadanos, de modo que la jurisdicción constitucional sólo puede intervenir una vez que, intentada dicha reparación, la misma no se ha producido" (por todas, STC 284/200, de 27 de noviembre).
Por lo que se refiere a los demás requisitos, el procedimiento de tramitación y los efectos del recurso de amparo, nos remitimos al comentario del artículo 161.1 b)  de la Constitución. Baste aquí recordar que la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, operada por LO 6/2007 de 24 de mayo, se debió a la hiperinflación de demandas de amparo, que trastocaba gravemente el normal funcionamiento del Alto Tribunal en detrimento del ejercicio de sus restantes competencias, en particular, del control normativo. La reforma ha acentuado los caracteres de excepcionalidad, cognición limitada y subsidiariedad que eran propios de la jurisdicción de amparo, en particular mediante la introducción del incidente de nulidad de actuaciones del art. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como última fase de la vía previa que debe agotarse preceptivamente ante la jurisdicción ordinaria antes de acudir al amparo constitucional. Otra modificación importante en este sentido es que en la demanda de amparo debe justificarse la especial trascendencia del Recurso, configurando una suerte de writ of certiorary que condicionará la admisión del mismo, en una tendencia que la doctrina ha calificado como de "objetivación" del proceso de amparo.
Los derechos reconocidos en la Sección 1ª del Capítulo Segundo del Título I comparten otras garantías con los derechos reconocidos en la Sección 2ª de este mismo Capítulo: su vinculatoriedad o eficacia inmediata, la reserva de ley y la tutela de su contenido esencial a través del control de constitucionalidad de las leyes.

La pretensión de amparo constitucional es una declaración de voluntad fundada en la amenaza o lesión efectiva de alguno de los derechos fundamentales. La lesión debe ser cometida y dirigida contra alguno de los poderes públicos del Estado y se solicita del órgano jurisdiccional el reconocimiento del derecho y la adopción de las medidas necesarias para restablecer o preservar su libre ejercicio.La pretensión de amparo y su contestación, constituyen el objeto del proceso y sobre ella debe recaer la decisión del tribunal que debe ser congruente con las pretensiones de las partes.
Para Morenilla Allard 
lo que viene a consagrar el precepto es el principio de subsidiariedad en la protección de los derechos fundamentales, propio de un sistema mixto de jurisdicción constitucional, según el cual, en materia de derechos fundamentales, ostentan los Juzgados y Tribunales ordinarios la <<primera palabra>>, en tanto que el Tribunal Constitucional tiene la <<última>>.Caracterizándose nuestro sistema de tutela de los derechos fundamentales por tener que acudir en primer lugar el ciudadano a su juez legal ordinario con la finalidad de obtener la protección del derecho fundamental que considera vulnerado y, si no obtuviera de este tribunal la tutela instada, habrá de reproducir su pretensión ante los Tribunales superiores del Poder Judicial hasta agotar dentro de la jurisdicción ordinaria los medios de impugnación, tal y como queda recogido en el artículo 44.1 a) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional ( LOTC en adelante), a cuyo efecto dispone que “ Los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 de la Constitución serán susceptibles de amparo constitucional, en los casos y formas que esta ley establece, sin perjuicio de su tutela general encomendada a los Tribunales de Justicia. Igual protección será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30 de la Constitución”. Tan solo cuando su petición de restablecimiento del derecho fundamental, que considera vulnerado, no fuera atendida por el Poder Judicial estará facultado para recurrir en amparo ante el Tribunal Constitucional. Subsisten, pues, en nuestro ordenamiento jurídico dos tipos de amparo, el ordinario y el constitucional (Morenilla Allard). En primer lugar, los ciudadanos habrán de acudir a sus Tribunales ordinarios pues a través del amparo ordinario establecido se puede obtener una más rápida tutela del derecho fundamental vulnerado, a la vez que la inmediación del Juzgado con el lugar de la violación del derecho permite un mejor tratamiento de la instrucción de la causa, la economía procesal y la necesidad de comprometer a los Tribunales ordinarios en la defensa de los derechos fundamentales.
No obstante, dispone el perjudicado , si su pretensión de tutela de los derechos fundamentales no fuera satisfecha por el Tribunal ordinario,  de su amparo ante el Tribunal Constitucional. Si aún así, su pretensión de tutela de los derechos fundamentales no obtuviera satisfacción, todavía dispondrá el perjudicado de la posibilidad de acudir en defensa de su pretensión ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.
El Tribunal Constitucional cumple, de este modo, mediante el amparo constitucional una doble función: “subjetiva” o de tutela de los derechos fundamentales, al convertirse en el último recurso (nacional) de la defensa de estos derechos y, sobre todo, “objetiva”  de la Constitución y de creación de su doctrina legal que, en tanto que intérprete supremo de la Constitución ( según  dispone el art 1.1 de la LOTC), le corresponde efectuar, estando todos los Tribunales ordinarios obligados a su más estricta observancia de acuerdo a lo dispuesto en el art. 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ)
Procedimiento  civil ordinario de amparo
La LEC ha simplificado la regulación anterior, en la que podía acudirse al proceso especial de la LPJDF o al correspondiente proceso declarativo ordinario, al establecer un único procedimiento para la tutela de los derechos fundamentales, que se decide según las normas comunes del juicio ordinario, con la salvedad de la demanda de rectificación que se tramita conforme a lo previsto en el juicio verbal . Así, el Art. 249.1.2 de la LEC establece que como tipo de procedimiento el Juicio ordinario, cualquiera que sea su cuantía para tutela del derecho al honor, intimidad y propia imagen y tutela judicial civil de cualquier otro derecho fundamental salvo que se refiera al de rectificación. Disponiendo que “ se decidirán en juicio ordinario, cualquiera que sea su cuantía: 2º, las que pretendan la tutela del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y las que pidan la tutela judicial civil de cualquier otro derecho fundamental, salvo las que se refieran al derecho de rectificación. En estos procesos, será siempre parte el Ministerio Fiscal y su tramitación tendrá carácter preferente”. Se trata de un proceso especial de amparo civil, común a todos los derechos fundamentales ( salvo los derechos al honor, intimidad y propia imagen, y de rectificación). Se trata de un procedimiento relativamente especial porque se desarrolla según las normas comunes del juicio ordinario con la única, pero fundamental, salvedad de que su tramitación tendrá carácter preferente. Ello no obstante, debido a las especialidades en el tratamiento de su objeto litigioso es por lo que se continúa encuadrando dentro de los procesos especiales atípicos o de los ordinarios con especialidades ( Cortés  Domínguez) 

La pretensión civil de amparo consiste en la petición del reconocimiento y del restablecimiento de un derecho fundamental fundada en su vulneración por un particular y sustanciada en normas del Derecho Constitucional de incidencia en el Derecho Privado. La  causa petendi (o causa de pedir) viene determinada por la vulneración de un derecho fundamental cometida por el o los particulares y tiene la particularidad de que ofrece un carácter mixto, declarativo y de condena pues así lo establece el art. 55.1 de la LOTC, en el que  se dispone que “ La sentencia que otorgue el amparo contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes:
· a) Declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos o libertades protegidos, con determinación, en su caso, de la extensión de sus efectos. 
· b) Reconocimiento del derecho o libertad pública, de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado. 
· c) Restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho o libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en su caso, para su conservación. 
2. En el supuesto de que el recurso de amparo debiera ser estimado porque, a juicio de la Sala o, en su caso, la Sección, la ley aplicada lesione derechos fundamentales o libertades públicas, se elevará la cuestión al Pleno con suspensión del plazo para dictar sentencia, de conformidad con lo prevenido en los artículos 35 y siguientes “.
De lo anterior se infiere que, tanto en el amparo ordinario, como en el constitucional, no tienen cabida las pretensiones declarativas “puras”, porque la función de los Tribunales en esta materia, no puede quedar limitada a afectar declaraciones teóricas sobre la existencia de los derechos fundamentales, cuya efectividad está suficientemente proclamada por la Constitución en sus artículos 9.1 y 10.1 
. Sin embargo, sí podría utilizarse el amparo para la preservación de un derecho fundamental, cuyo ejercicio pudiera fundadamente estimarse en peligro pues así lo declara el artículo 41.3 de la LOTC cuando dispone que “en el amparo constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales se formuló el recurso”.
Al proceso de amparo tan sólo cabe acudir cuando se ha producido la vulneración de alguno de los derechos que aparecen especialmente protegidos por el texto constitucional y que se encuentran contemplados en el artículo 53.2, esto es, los previstos en los artículos 14 a 29 y 30.2 de la Constitución, erigiéndose así en el único objeto mediato de la pretensión de amparo constitucional.
La pretensión civil de amparo se dirige contra un particular causante de la lesión. Esta es la diferencia de la pretensión civil de amparo con las pretensiones de amparo penales y administrativas . Por ello, al proceso civil de amparo, tan sólo cabe acudir cuando el sujeto causante de la lesión actúe sometido a las normas del Derecho Privado (Morenilla Allard). Cuando se invoca por primera vez ante los tribunales o puede hacerse mediante la individualización del derecho infringido por un particular, rige la Teoría de la eficacia inmediata de los derechos fundamentales. Cuando se acude al Tribunal Constitucional es por vulneración de un derecho por los poderes públicos (derecho a la tutela judicial efectiva), es decir, cuando el juez ordinario no ha satisfecho las pretensiones se acude al Tribunal Constitucional por vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (Art. 24 CE). Según el artículo 41.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional se estipula que “El recurso de amparo constitucional protege a todos los ciudadanos, en los términos que la presente Ley establece, frente a las violaciones de los derechos y libertades a que se refiere el apartado anterior, originadas por disposiciones, actos jurídicos o simple vía de hecho de los poderes públicos del Estado, las Comunidades Autónomas y demás entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional, así como de sus funcionarios o agentes”. El Tribunal Constitucional no es un tribunal de apelación al uso sino que su función es revisar la actuación de los tribunales ordinarios. No es un tribunal de última instancia. La pretensión de amparo civil debe estar sustentada en normas de Derecho Constitucional tuteladoras de derechos fundamentales y así se desprende de lo dispuesto en los artículos 41.1  43.3 de la LOTC en los que se establece que solo podrá fundarse el recurso en la infracción por una resolución firme de los preceptos constitucionales que reconocen los derechos o libertades susceptibles de amparo. La diferencia de las pretensiones de amparo penal y administrativa con la pretensión de amparo civil estriba en la singular característica de que las normas constitucionales han de tener una incidencia directa en el Derecho Privado. Este requisito es trazado, a través de un criterio positivo , por el artículo 249.1.2º de la LEC cuando requiere que en la demanda se pida la tutela judicial “civil” de cualquier derecho fundamental, de esta forma solo cuando la vulneración del derecho fundamental la cometan los particulares sometidos al Derecho Privado, será procedente el amparo civil. Las únicas violaciones evidenciables ante el amparo civil ordinario son las de las normas tuteladoras de derechos fundamentales que tengan una incidencia directa en el Derecho Civil (Morenilla Allard).
Desde el punto de vista práctico, los principales exponentes de la pretensión civil de amparo lo constituyen la vulneración del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen que se recogen en el artículo 18.1 de la CE y el derecho de asociación del art. 22 del mismo cuerpo legal.
Con respecto a la legitimación, capacidad para ser parte en un proceso concreto y específico la tendrán:
- Activa: Los que tengan un interés legítimo en el restablecimiento de un derecho Fundamental de conformidad con lo dispuesto en el artículo 249.1.2º en relación con los art. 24.1 y 162.1.b) de la CE. Estarán activamente legitimados los particulares que sean titulares de un interés legítimo respecto del derecho fundamental presuntamente infringido. La LEC no limita la legitimación activa a las “víctimas” o titulares del derecho fundamental, sino que , la falta de regulación sobre esta materia no significa otra cosa que la directa aplicación de lo dispuesto en los artículos 24.1 y 162.1.b) de la CE, al conferir la legitimación activa a todo sujeto de derecho titular de un “interés legítimo” 
.
- El Ministerio Fiscal aquí tiene una doble legitimación: Por sustitución (en caso de menores o desvalidos) y también originaria (en su calidad de defensor de las normas constitucionales tuteladoras de los derechos fundamentales). El art. 249.1.2º de la LEC le faculta para ser parte siempre en estos procedimientos y, como consecuencia de su legitimación originaria, asume en el proceso la posición de parte principal: puede interponer con autonomía la pretensión de amparo, está facultado para oponerse a los actos de disposición de la pretensión y puede efectuar la totalidad de los actos de alegación, prueba e impugnación con independencia de los titulares del derecho fundamental.
También está legitimado el Defensor del Pueblo, aunque no lo diga expresamente la Ley, en función de la legitimación que le confiere el Art. 162.1.b CE.
- Pasiva: La legitimación pasiva la asume el particular causante de la lesión, frente al que se interpone la pretensión de amparo. Esta es una característica que diferencia al amparo civil ordinario con respecto al amparo constitucional, en el que el causante de la lesión ha de ser siempre un “poder público del Estado”.
En cuanto a la competencia objetiva, la ostentan los Juzgados de Primera Instancia (art 45 de la LEC) y la competencia territorial la ostenta el Juzgado del domicilio del demandante y si este no se encuentra en territorio español, el tribunal del lugar en el que se hubiera producido el hecho que vulnera el derecho fundamental del que se trata (artículo 52.1.6º de la LEC). El procedimiento es el juicio ordinario con preferencia en su tramitación (Art. 324 LEC).
El procedimiento adecuado es el del juicio ordinario regulado en los artículos 249.1.2º y 339  siguientes de la LEC, con la única especialidad de la preferencia en su tramitación y ejecución provisional (art 524.5 LEC). Hay que destacar la nueva regulación de la tasa regulada en el art. 35 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, que afecta a determinadas personas jurídicas , no así a las físicas, que están exentas, que han de pagar el mismo y acompañar el justificante del pago de  la tasa, condición imprescindible para que el Secretario Judicial dé curso al acto procesal sujeto a la tasa y que son: los actos de presentación del escrito de demanda, la reconvención, en su caso, y la interposición de los recursos de apelación y de casación, así como la demanda ejecutiva.
El tema de la prueba tiene gran trascendencia práctica en el Derecho Procesal puesto que el éxito de las pretensiones de la parte dependerá , generalmente, de la acreditación de los hechos en que éstas fundan sus pretensiones. La consagración de derechos y libertades fundamentales en la Constitución de 1978 y el reconocimiento de su naturaleza tanto subjetiva como objetiva ha supuesto en nuestro ordenamiento procesal el establecimiento de límites a la eficacia de la prueba mediante la cual se vulneren derechos fundamentales. Es cierto que existe un interés público y legítimo en alcanzar la verdad material en el seno del proceso. Como también lo es la necesaria protección eficaz de los derechos básicos o fundamentales de los justiciables. Y en ocasiones surgen situaciones de conflicto entre el interés público en la obtención de la verdad procesal y la protección eficaz de los derechos fundamentales, resultando preciso fijar los límites de la protección de ambos derechos e intereses relevantes constitucionalmente y alcanzar reglas para la solución de las situaciones de conflicto.
Hablar de prueba ilícita en sentido estricto es referirse a la ineficacia de los resultados probatorios que se obtengan vulnerando derechos o libertades fundamentales conforme al art. 11,1 LOPJ.. Por ello, el art. 287 LEC establece un procedimiento a través del cual las partes, o incluso el tribunal de oficio, puedan cuestionar la admisibilidad de una fuente o medio de prueba que se considere obtenido vulnerando un derecho fundamental 
Hablar de licitud de la prueba en el proceso civil es referirse a la ausencia de ilegalidad en la confección u obtención de la fuente de prueba o del medio probatorio que se propone. Ilegalidad que se ha de entender en un sentido amplio, es decir, que la fuente de prueba no se haya obtenido ni infringiendo un derecho fundamental ni cualquier otro derecho, ni tampoco las normas relativas al procedimiento probatorio. Ahora bien, hablar de prueba prohibida o ilícita en sentido estricto es referirse sólo a la prueba obtenida, directa o indirectamente, vulnerando derechos fundamentales (art. 11 LOPJ y  art 287 LEC ).
Determinar qué clase de ilicitud, constitucional u ordinaria, es la que se considera producida por la parte afectada resulta relevante para saber si la fuente o medio de prueba va a ser admisible o no en el proceso, porque de conformidad con el art. 11,1 LOPJ  los resultados de la prueba prohibida no podrán ser utilizados por el tribunal para alcanzar su convencimiento sobre los hechos acaecidos o fijarlos en la sentencia, se trata de un prohibición positiva que hace inadmisible las fuentes o medios de prueba así obtenidos).
En este sentido, la AP de las I. Baleares (sección 3ª), sentencia núm. 109/2008, de 30 abril, afirma que "la inefectividad de las pruebas ilícitamente obtenidas queda legalmente determinada a que haya sido obtenida con violación de un derecho fundamental de rango igual o superior al del derecho de prueba, y de ahí que el artículo 11.1 de la LOPJ, tras proclamar que "en todo tipo de procedimientos se respetarán las reglas de la buena fe", disponga que "no surtirán efecto las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, violentando derechos o libertades fundamentales", lo que supone que queda excluida de dicha inefectividad las pruebas obtenidas con infracción de normas civiles o de otra naturaleza ya que sólo cabe afirmar que existe prueba prohibida cuando se lesionan derechos fundamentales al obtenerlas, pero no la que se produzca en el momento de su admisión en el proceso o de su práctica en él, pues respecto de estos últimos momentos los problemas que se pueden plantear se reconducen a las reglas de la interdicción de la indefensión -STC 64/1986, de 21 de mayo y STS de 29 de marzo de 1990 , por todas-".

Ahora bien, si la infracción consiste en la vulneración de un derecho no fundamental, nos encontramos ante una prueba irregular, pero admisible para que el tribunal alcance su convicción o fije un hecho en la sentencia, sin perjuicio de la responsabilidad en la que pueda incurrir quien haya infringido un determinado derecho.. Resulta necesario distinguir qué clase de ilicitud es la que la parte afectada considera producida en la obtención de la fuente o medio de prueba, porque de conformidad con el art. 287 LEC cuando la infracción que se alegue sea la de un derecho fundamental, la parte podrá alegarlo no sólo en la audiencia previa a través del recurso de reposición sino también en el acto del juicio en el proceso ordinario (art. 433,1 LEC) o al comienzo de la vista en el juicio verbal (art. 446 LEC) e incluso se podrá plantear de oficio por el tribunal.
Si en la obtención de una fuente o medio de prueba se ha vulnerado un derecho no fundamental la ley no impide que se pueda incorporar al proceso, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o disciplinaria en la que pueda incurrir el autor de la actividad de obtención.
En este sentido, la AP de Madrid (Sección 20ª), sentencia núm. 459/2009, de 24 julio, señala que "el derecho a utilizar los medios probatorios pertinentes para la defensa obliga a mantener un concepto de prueba ilícita lo más restrictivo posible al objeto de permitir que el mencionado derecho despliege su mayor eficacia y virtualidad. Ello comporta limitar el alcance de la prueba ilícita a la obtenida o practicada con infracción de derechos fundamentales. En este sentido, se ha destacado que el rango constitucional del derecho a la prueba permite, en principio, pronunciarse en favor de la admisibilidad de las pruebas aun cuando se hayan obtenido con vulneración de algún derecho o normas de carácter o rango inferior al constitucional. Esto es, los límites del derecho a la prueba, consagrado en la constitución, determina que únicamente puedan reputarse ilícitos y no admisibles en el proceso aquellos medios de prueba en cuya obtención se violen derechos fundamentales de rango equivalente o mayor que el derecho a la prueba".
Otra cuestión distinta será cuando se vulnere alguna norma procesal relativa al procedimiento probatorio en la obtención o práctica del medio probatorio (prueba irregular), en este caso, su admisibilidad podrá cuestionarse invocando el art. 285 LEC que establece el recurso de reposición como instrumento para impugnar la decisión del tribunal sobre la admisibilidad de los medios de prueba propuestos en el caso del juicio ordinario, y el art. 446 LEC si se trata de un juicio verbal.
Ineficacia probatoria de fuentes o medios de prueba obtenidos vulnerando derechos fundamentales
La posición preeminente de los derechos fundamentales en nuestro ordenamiento conllevaría la exigencia de que se inadmitiera la práctica de medios de prueba cuyas fuentes hayan sido obtenidas vulnerando derechos fundamentales, o, de practicarse, la imposibilidad de valorar esos medios de prueba, como consecuencia de la lesión del derecho a un proceso con todas las garantías que propugna el art. 24.2 de la CE, según ha reiterado la jurisprudencia constitucional. Jurisprudencia que, inicialmente, declaró que la valoración de la prueba obtenida vulnerando derechos fundamentales constituía vulneración tanto del derecho a un proceso con todas las garantías recogido en el art 24.2 CE, como del derecho a la igualdad del art. 14 de la CE. Sin embargo, paulatinamente ha concretado  que el derecho fundamental vulnerado en esos casos es el derecho a un proceso con todas las garantías del art 24.2 CE ( Bellido Penades). El art. 11,1 LOPJ sólo se refiere a los efectos de la prueba que se ha obtenido vulnerando derechos fundamentales, pero no concreta cuándo ni cómo las partes pueden poner de manifiesto que consideran que una fuente o medio de prueba se ha obtenido ilícitamente, es el art. 287 LEC el que establece el tratamiento procesal para alegar y resolver si una prueba es ilícita disponiendo al efecto que “cuando alguna de las partes entendiera que en la obtención u origen de alguna prueba admitida se han vulnerado derechos fundamentales habrá de alegarlo de inmediato, con traslado, en su caso, a las demás partes. Sobre esta cuestión, que también podrá ser suscitada de oficio por el tribunal, se resolverá en el acto del juicio o, si se tratase de juicios verbales, al comienzo de la vista, antes de que dé comienzo la práctica de la prueba. A tal efecto, se oirá a las partes y, en su caso, se practicarán las pruebas pertinentes y útiles que se propongan en el acto sobre el concreto extremo de la referida ilicitud”, continúa este artículo diciendo que “contra la resolución a que se refiere el apartado anterior solo cabrá recurso de reposición , que se interpondrá, sustanciará y resolverá en el mismo acto del juicio o vista quedando a salvo el derecho de las partes a reproducir la impugnación de la prueba ilícita en la apelación contra la sentencia definitiva”. 
Con base en la amplitud con que se encuentra redactado el art. 24 CE, el Tribunal Constitucional ha declarado (STC 151/90, de 4 de octubre, FJ3) que “el derecho a la prueba” es un derecho fundamental que emana del derecho a la tutela judicial efectiva, pero también que, como derecho a utilizar todos los medios de prueba pertinentes para la defensa, debe entenderse incluido en el derecho a la presunción de inocencia (STC 212/90, de 20 de diciembre, FJ3), que por supuesto no puede entenderse limitado al estricto campo del derecho penal, pues: <<Así pues, tanto la tutela judicial efectiva como la presunción de inocencia fundamenta constitucionalmente el derecho a la prueba e impiden el rechazo de la prueba pertinente (SSTC 28/81, FJ3, 170/87, FJ2 y 50/88, FJ3). Pero la admisión está sujeta a la valoración judicial de esa pertinencia>>. (STC 22/90, de 15 de febrero, FJ5). Para el TC son de especial interés en orden a la vulneración de la tutela judicial efectiva en caso de rechazo irrazonable de la prueba pertinente, las SSTC 28/81, de 23 de julio, FJ3; 109/85, de 8 de octubre, FJ3, entre otras. La denegación no fundada, por tanto, de la práctica de las pruebas solicitadas puede provocar indefensión y vulnerar el derecho de defensa , y el TC puede revisar la declaración de innecesaria de la prueba por parte de los órganos judiciales cuando se apoye en una motivación que no pueda considerarse razonable. Conforme a reiterada doctrina constitucional, “el derecho fundamental a utilizar los medios de prueba pertinentes que, como elemento inseparable del derecho mismo a la defensa, opera en cualquier tipo de proceso en que el ciudadano se vea involucrado, consiste en que las pruebas pertinentes sean admitidas y practicadas por el Juez o tribunal que no podría desconocer ni obstaculizar su efectivo ejercicio, sin que ello implique desapoderar a los órganos judiciales de la competencia que les es propia para apreciar su pertinencia, ni liberar a las partes de la carga de argumentar la trascendencia de las que propongan. Pero basta con que la inejecución sea imputable al órgano judicial y que la prueba impracticada sea decisiva en términos de defensa para que , en principio, el supuesto quede cubierto por la garantía constitucional. Y si bien es el art. 24.2 CE donde se reconoce el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa, de llo no se deriva necesariamente que la problemática probatoria no pueda estar afectada ni protegida, dentro del derecho a la tutela judicial efectiva, por el párrafo 1º del art 24 CE” (STC 73/01, de 26 de marzo, FJ2).
En el ámbito del Derecho Civil tiene declarado el TC que sólo produce indefensión de relevancia constitucional la denegación de aquellas pruebas cuya inadmisión haya causado un efectivo y real menoscabo del derecho de defensa. En forma análoga, ha dicho el TC (S 44/88, de 17 de marzo, FJ2, que “el derecho a la prueba del art. 24 CE no incluye el de mantener indefinidamente abierto un proceso penal en que los órganos judiciales, respetando las garantías y los derechos del querellante, no crean necesario continuar la actividad probatoria”, una resolución injustificada de inadmisión de un medio de prueba merma las posibilidades probatorias de la defensa.

En el ámbito penal, es consolidada jurisprudencia que únicamente pueden considerarse auténticas pruebas que vinculan a los órganos de la Justicia penal en el momento de dictar sentencia las que se refiere el art. 741 de la LECr, es decir las practicadas en el juicio oral siguiendo los principios que rigen este proceso de publicidad, oralidad e inmediación y que tienen el valor de su reconocimiento constitucional en el art. 120.1 y 2 de la CE, pues el debate contradictorio del juicio oral constituye el fundamento de la convicción del juzgador y supone dar a los acusados, y en general a las partes que intervienen, la pleena posibilidad de exponer sus razonamientos y defender sus derechos. Ambas finalidades, íntimamente unidas entre sí, forman el núcleo de la garantía constitucional y así lo ha reconocido el Tribunal entre otras en la STC 16/81, de 18 de mayo, FJ6.
Por otra parte, el elemento más importante del tipo penal es la culpabilidad y la carga de la prueba sobre los hechos constitutivos de la infracción penal corresponde exclusivamente a la acusación, sin que sea exigible a la defensa una probatio diabólica de los hechos negativos, de forma tal que sólo puede entenderse como prueba la practicada en el juicio oral bajo la inmediación del órgano judicial decisor y con observancia de los principios de contradicción y publicidad. De esta regla general sólo pueden exceptuarse, a juicio del TC, los supuestos de prueba preconstituida y anticipada, cuya reproducción en el juicio oral sea o se prevea imposible y siempres que se garantice el ejercicio del derecho de defensa o la posibilidad de contradicción. Sin que debamos olvidar que la valoración conjunta de la prueba practicada es una potestad exclusiva del juzgador, , potestad que éste ejerce libremente con la sola obligación de razonar el resultado de la misma. 
Para Gimeno Sendra El derecho fundamental a un proceso con todas las garantías también conlleva el del acusado a no ser gravado más en s condena o a no ser condenado si ha sido absuelto en la primera instancia, como consecuencia de una nueva valoración de las pruebas, efectuada por el Tribunal de la segunda instancia. Este derecho fundamental, en aplicación de la doctrina sustentada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha sido secundado ya por una amplia jurisprudencia. De forma que no le es dado al Tribunal <<ad quem>> efectuar una revisión de la valoración de las pruebas efectuada por el tribunal de la primera instancia, que requieran la vigencia de los principios de inmediación, publicidad y contradicción.

Como ejemplos de supuestos en los que se ha suscitado la vulneración de derechos fundamentales en la obtención de las fuentes de prueba en la jurisprudencia se pueden citar los siguientes:

1º En relación con el derecho al secreto de las comunicaciones (18.3 CE), encontramos la sentencia núm. 71/2010 de 4 marzo, de la AP Ciudad Real, en la que no se considera una obtención ilícita que sea la hija de unos de los litigantes la que graba la conversación  que se aporta como prueba documental. En el mismo sentido, la sentencia núm. 236/2009, de 4 mayo, de la AP Barcelona (Sección 16ª), en la que aunque la parte demandada consideraba ilícita la grabación que contenía la conversación sobre el contrato de compraventa con pacto de arras que habían celebrado las partes, la sentencia afirmaba que "la obtención de la prueba no fue ilícita, ni vulneró el derecho a la intimidad ni al secreto de las comunicaciones de los demandados, pues fue grabación de una conversación mantenida por quien efectuó el registro y otras personas. No fue grabación de conversación mantenida por terceros ajenos a quién grabó. Que en esos casos no hay ilicitud en la obtención de la prueba lo dijo el Tribunal Constitucional ya en sentencia de 29 de noviembre de 1.984  y lo reiteró el Tribunal Supremo en las suyas de 11 de mayo de 1.994 y 30 de mayo de 1.995".
La sentencia 22/2009, de 3 febrero, de la AP de Madrid (Sección 21ª), en esta misma línea, en la que la parte demandada alegaba la ilicitud de un video que contenía una grabación audiovisual en la que se recogía una conversación en el domicilio del demandante, y una cinta de grabación de diversas conversaciones telefónicas del actor con las demandadas, y en la que la que el tribunal afirma, recordando la famosa sentencia núm. 114/1984, de 29 noviembre, del Tribunal Constitucional que "quien entrega a otro la carta recibida o quien emplea durante su conversación telefónica un aparato amplificador de la voz que permite captar aquella conversación a otras personas presentes no está violando el secreto de las comunicaciones, sin perjuicio de que estas mismas conductas, en el caso de que lo así transmitido a otros entrase en la esfera «íntima» del interlocutor, pudiesen constituir atentados al Derecho garantizado en el art. 18.1 de la Constitución. Otro tanto cabe decir en el presente caso, respecto de la grabación por uno de los interlocutores de la conversación telefónica. Este acto no conculca secreto alguno impuesto por el art. 18.3 y tan sólo, acaso, podría concebirse como conducta preparatoria para la ulterior difusión de lo grabado. Por lo que a esta última dimensión del comportamiento considerado se refiere, es también claro que la contravención constitucional sólo podría entenderse materializada por el hecho mismo de la difusión (art. 18.1 de la Constitución)".
En la sentencia 49/2010, de 28 enero, de la Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 16ª)  se afirma que "el sobre cerrado que dirige una empresa a sus trabajadores con la hoja salarial en su interior constituye una modalidad de comunicación postal cuyo secreto frente a terceros protege el artículo 18.3 CE, por más que eventualmente el contenido de aquella comunicación escrita pueda ser conocido por terceros a través de otros conductos".
Y, finalmente, con respecto al derecho al secreto de las comunicaciones, la sentencia núm. 517/2005 de 30 diciembre, del Juzgado de lo Mercantil núm. 1 de Bilbao (Provincia de Vizcaya), expresa que "no es reprochable que una empresa decida recuperar la información que contiene un ordenador de su propiedad, instalado en un centro productivo y destinado, precisamente, a facilitar la prestación laboral de sus empleados". Ahora bien, añade que los correos electrónicos privados a los que se tenga acceso en la obtención de la prueba deben quedar fuera del dictamen pericial por estar protegidos por el derecho al secreto de las comunicaciones, agregando que "desde el momento que ese ordenador está conectado a la red, es posible que un trabajador tenga acceso, desde el mismo, a su propio servidor, y que utilice su correo electrónico particular. Esa circunstancia impide entonces la obtención del contenido del rastro de información que pueda haber dejado en el ordenador de la demandante, puesto que aunque el terminal desde el que se accede sea de su titularidad, el lugar al que entra es particular, y en consecuencia, puesto que ofrece un sistema de comunicación universal, queda amparado por el art. 18.3 de la Constitución y el art. 8 del CEDH".
2º. En segundo lugar, sobre el derecho a la intimidad (art 18,1 CE ) resulta interesante la sentencia de 15 enero 2007, del Juzgado de lo Mercantil núm. 2 de Madrid -, en la que se considera que la obtención de la información de los discos duros de los ordenadores de trabajadores, una vez extinguida la relación laboral, no afecta la intimidad de éstos. Concretamente manifiesta que "siendo todos los demandados expertos informáticos en tanto que profesionales -al parecer, especialmente cualificados- del ramo, su actitud consistente en abstenerse de aplicar elementales técnicas de borrado o de supresión de tales datos de la memoria de ordenadores propiedad de la empresa a la que pertenecían antes de abandonarla nunca podría ser interpretada sino como un elocuente reconocimiento de que en el momento de finalizar su relación laboral el contenido de los correos electrónicos que pudieran haberse cruzado entre sí o con terceros a través de dichos ordenadores no constituía para ellos -o había dejado de constituir- un secreto perteneciente a la órbita de su intimidad, esto es, un secreto que tuvieran interés en poner a cubierto respecto de intromisiones de quien, en definitiva, habría de seguir utilizando para su finalidad propia las máquinas que albergaban tales datos. Y si con su conducta dejaron patente que el referido material no constituyó nunca -o no constituía ya- un secreto, no es posible considerar que su acceso al mismo por parte de la demandante constituya una intromisión en su intimidad cuando fueron ellos mismos quienes voluntariamente lo dejaron a su disposición".
3º Con respecto a la vulneración de la inviolabilidad del domicilio (art. 18,2 CE 
 en la obtención de las fuentes de prueba. En la sentencia núm. 663/2009, de 2 diciembre, la AP Valencia (Sección 7ª) no considera que unas fotos que se obtienen de un edificio en construcción vulneren el citado derecho. En este caso, en la primera instancia se excluyeron varias fotografías, al estimar que se tomaron desde el interior de la vivienda, sin autorización del demandado propietario de la finca y suponer una vulneración de derechos fundamentales susceptible de ampararse en la previsión del art. 11 LOPJ y no un acto tolerable por el demandado. Sin embargo, la Audiencia Provincial consideró que "(...) efectivamente se desprende que fueron tomadas desde el interior del edificio en construcción del demandado. Ahora bien, no consta que efectivamente el mismo estuviese vallado de modo que se impidiese a alguien su acceso, a no ser que tuviese que forzar o dañar alguno de los mecanismos de cierre, y tampoco que existiese algún tipo de cartel que prohibiese la entrada", añadiendo que "lo más relevante para decidir, es que el concepto de domicilio constitucional, a nuestro entender, no puede predicarse de una obra en construcción como la que nos ocupa. A la vista del resto de fotografías incorporadas al Acta Notarial ( no impugnadas) se observa como la edificación no estaba completada pues sólo tenía levantada la estructura, los dos forjados y los cerramientos laterales, pero nada más, lo que hace difícil pensar en su aptitud para desarrollar la vida cotidiana. Aparte destacar la ausencia de cualquier elemento de carácter personal que afectase a la vida privada del demandado como dueño de la obra. En consecuencia no procede rechazar la valoración de dichos documentos fotográficos como medio probatorio". Otros dos ejemplos son los que encontramos en la sentencia núm. 540/2004, de 14 octubre, AP Valencia (Sección 7ª), que considera que la obtención de unas agendas entrando por la fuerza en la casa de su padre fallecido (descerrajando la cerradura) sabiendo que en el domicilio vivía la persona que había convivido con su padre, supone una vulneración a la inviolabilidad del domicilio (art. 18,2 CE) y, por último, la sentencia 249/2004, de 5 octubre, de la AP Ciudad Real (Sección 1ª), en la que afirma que el informe que hace un perito por orden de un constructor que no había devuelto las llaves al propietario, cuando éste desistió en la continuación de la misma supone una vulneración a la inviolabilidad del domicilio.

4º En la prueba de informes, en que se incorporan al proceso datos de hecho y declaraciones de ciencia extraídas de antecedentes documentales preconstituidos y obrantes en archivos, libros o registros de Entidades públicas o privadas, cuando las fuentes de prueba se encuentran en poder de una de las partes, la obligación constitucional de colaboración con los jueces en el curso del proceso obliga especialmente a la parte emisora del informe a aportar al proceso con fidelidad, exactitud y exhaustividad la totalidad de los datos requeridos a fin de que el órgano judicial pueda descubrir la verdad, pues en otro caso se vulneraría el principio de igualdad de armas en la administración o ejecución de la prueba (emanación del de tutela efectiva y del derecho a un proceso con todas las garantías), ya que sería suficiente un informe omisivo o evasivo para que el Juez no pudiera fijar la totalidad de los hechos probados en la Sentencia. ( STC 227/91, de 28 de noviembre, FJ5).
5º Con respecto a las diligencias para mejor proveer, dice el Tribunal que “no constituyen un instrumento hábil para que las partes puedan introducir nuevas alegaciones al proceso, sino un recurso excepcional que dispone el juzgador para, una vez concluido el juicio y antes de dictar sentencia, completar el material probatorio aportado, siempre y cuando la prueba practicada de oficio recaiga sobre el <<thema probandi>> delimitado por las partes en su demanda y contestación. La introducción extemporánea de una nueva <<causa petendi>> altera sustancialmente el objeto procesal al traer al proceso hechos nuevos no planteados en el juicio, infringiendo el principio de congruencia y causando indefensión en la medida que la resolución judicial se desvía de los términos en que fue planteada la controversia procesal. Ha de estimarse pues contrario al derecho a la tutela y a un proceso con todas las garantías la posibilidad de introducir alegaciones o hechos nuevos distintos al tema de la prueba al amparo de la facultad inquisitiva contenida en las diligencias para mejor proveer, pues ello desvirtúa su naturaleza convirtiéndolas en una suerte de segunda fase de alegaciones y de ejecución de prueba”( S 137/92, de 13 de octubre). 
6º El Tribunal tiene establecido que “la denegación no fundada de la práctica de las pruebas solicitadas puede provocar indefensión y vulnerar el derecho de defensa y el TC puede revisar la declaración de innecesaria de la prueba por parte de los órganos judiciales cuando se apoye en una motivación que no pueda considerarse razonable (S 351/93, de 29 de diciembre, FJ 1 y 6). Por otra parte, “conforme a reiterada doctrina constitucional, el derecho fundamental a utilizar los medios de prueba pertinentes que, como elemento inseparable del derecho mismo de defensa, opera en cualquier tipo de proceso en que el ciudadano se vea involucrado, consiste en que las pruebas pertinentes sean admitidas y practicadas por el Juez o Tribunal que no podría desconocer ni obstaculizar su efectivo ejercicio, sin que ello implique desapoderar a los órganos judiciales de la competencia que le es propia para apreciar su pertinencia, ni liberar a las partes de la carga de argumentar la trascendencia de las que propongan. Pero basta con que la inejecución sea imputable al órgano judicial y que la prueba impracticada sea decisiva en términos de defensa para que, en principio, el supuesto quede cubierto por la garantía constitucional. Y si bien es en el art. 24.2 CE donde se reconoce el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa, de ello no se deriva necesariamente que la problemática probatoria no pueda estar afectada ni protegida, dentro del derecho a la tutela judicial efectiva, por el párrafo 1º del art 24 CE” (S 73/01, de 26 de marzo, FJ2).
El proceso civil de amparo especial del derecho al honor, la intimidad y la propia imagen
La tutela de los derechos fundamentales  al honor, la intimidad y la propia imagen consagrada en el artículo 18.1 de la Constitución se encuentra regulada en la Ley Orgánica 1/1982 de 5 de mayo de Protección Civil del Derecho al Honor, Intimidad y Propia Imagen.
El objeto procesal de este amparo civil especial tiene la característica de que en él suelen discutirse no sólo uno sino dos derechos en conflicto: por una parte el derecho al honor, a la intimidad o a la propia imagen del ciudadano (Art. 18 CE) y , por otra parte, la libertad de expresión, información (Art. 20 CE), y libertad ideológica (Art. 16.1 CE). 
En la historia de la jurisprudencia se ha pasado por distintas fases o etapas, en concreto tres(MORENILLA ALLARD)::
1ª Tutela hegemónica del Derecho al honor: En la sentencia del Tribunal Constitucional 104/86. Desde la promulgación de la Constitución Española se dio prioridad al derecho al honor frente a la libertad de expresión. Ponía en relación el Art. 20.4 CE con el Art. 18 CE. El Art. 20.4 CE condicional el ejercicio de la libertad de expresión a la protección del derecho al honor.
2ª Tutela hegemónica de la libertad de información y expresión: Desde esa sentencia hasta la sentencia del Tribunal Constitucional de 6 de junio de 1990. Se invierte la regla anterior: Se confiere a las libertades del Art. 20.4 Ce. Esta doctrina constitucional aparece como consecuencia de la importancia de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Se fundamenta en el papel preponderante de la libertad de información y expresión en un sistema democrático que forma una opinión pública más plural y libre.
3ª Prevalencia condicionada de las libertades de información y expresión: Su carácter fundamental reside en que sigue vigente la anterior, pero el ejercicio de las libertades del Art. 20 CE no pueden llevar al sacrificio del derecho al honor ya que estas aparecen condicionadas por el deber de veracidad en el caso de la libertad de información; y de las demás por los derechos del Art. 18 CE. Se extiende hasta el momento presente. 
Legitimación activa
Tienen legitimación activa para interponer recurso de amparo para la protección del derecho al honor, intimidad y propia imagen (Art. 18 CE) los particulares y el Ministerio Fiscal. Todas las personas físicas, incluso los incapaces y las personas fallecidas que ostenten un interés legítimo con titularidad originaria o por sucesión testada o intestada de alguno de los derechos del Art. 18 CE gozan de legitimación activa..
Todas las personas físicas y fallecidas gozan de legitimación activa, que se efectúa mediante sucesión procesal (Arts. 4-6 Ley Orgánica Reguladora del Derecho al honor, intimidad y propia imagen), tanto los supuestos de sucesión testada (arts 4.1 y 5.2) como la intestada (arts 4.2-3 y 5.1), tanto la sucesión de acciones (art. 6.1), cuando la de pretensiones (art 6.2). La legitimación para el ejercicio de la acción civil de protección del derecho al honor, intimidad y propia imagen de una persona fallecida la tiene:
· Una persona que se haya determinado con declaración expresa en el testamento (también persona jurídica). En caso de varios designados, cualquiera de ellos puede ejercer por sí mismos, tal legitimación salvo disposición contraria del fallecido.
· Si no hay persona designada, y la persona designada ha fallecido, tendrán legitimidad el cónyuge, ascendientes, descendientes o hermanos de la persona afectada que viviesen al tiempo de su fallecimiento.
· En caso de que sobrevivan varios, pueden ejercer las acciones cualquiera de ellos.
No existe un orden de prelación; pero no se hacen procedimientos paralelos porque el sujeto causante es uno.
Si faltan todas las personas anteriores, el Ministerio Fiscal de oficio o a instancia de parte de cualquier persona interesada tendrá legitimación activa para iniciar el proceso. En un momento inicial, se reconocía el derecho al honor de las personas jurídicas. Después, en una sentencia del Tribunal Supremo se declaró que no; pero el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su jurisprudencia afirmó que las personas jurídicas tienen derecho al honor.
Tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional otorgan protección en cuanto al prestigio social. Hoy por hoy, también tienen legitimación activa por vulneración del derecho al honor de las personas jurídicas, por la dignidad que se han ganado por prestigio profesional.
El Ministerio Fiscal carece aquí de legitimidad originaria debido a la absoluta titularidad del objeto litigioso por parte de un particular. Está facultado por sustitución procesal en interés de incapaces o para fallecidos cuando no concurra sucesión testada o in-testada para el ejercicio de la acción. El Ministerio Fiscal siempre es parte de estos procesos de honor.
Legitimidad pasiva
La tiene el causante de la intromisión ilegítima contra el derecho al honor, intimidad y propia imagen. 
Respecto a la responsabilidad de los medios de comunicación por la difusión de informaciones que atenten al honor, el Tribunal Supremo ha recordado que tal tiene carácter solidario, según el art 65 de la Ley de Prensa e Imprenta de 1966, lo que supone, según el art 1.144 del Código Civil, que el perjudicado puede demandar a cualquiera de los solidarios o a todos ellos a su elección; no existe, pues, ningún litisconsorcio pasivo necesario a juicio del Tribunal Constitucional. El perjudicado puede demandar a todos o a cualquiera de ellos porque son responsables solidarios (lo normal es demandar a todos). En personas jurídicas, suele ser el director el responsable.
En caso de reportajes neutrales, el medio de comunicación queda exento de responsabilidad, porque reproducen la opinión de otra persona. Se absuelve al medio de información y se condena a la persona que ha realizado la opinión.
- Prejudicialidad
El Art. 1.2 LO Reguladora del Derecho al honor, intimidad y propia imagen indica que el carácter delictivo de la intromisión no impedirá el recurso al procedimiento de tutela judicial previsto en el Art. 9 de la Ley y serán aplicables los criterios de esta ley para determinar la responsabilidad civil derivada del delito. Debido a las vulneraciones más graves de los derechos del Art. 18 CE son delitos: Injurias, calumnias, descubrimiento y revelación de secretos.
En la práctica ocurre que hay problemas sobre las relaciones de proceso penal y civil de amparo:
a)Iniciación del proceso penal con acumulación de la pretensión civil: Si se inicia un procedimiento penal y el perjudicado no se ha reservado el inicio de la acción civil, la sentencia penal que se dicte tiene efectos también de cosa juzgada en ámbito civil y no se puede iniciar procedimiento civil de amparo alguno, pero siempre que la sentencia sea de condena, pues si es absolutoria no produce efectos de cosa juzgada respecto de la pretensión civil, salvo en los casos previstos en el art. 116 de la LECrm. .
b) Iniciación del proceso penal con reserva de inicio de pretensión civil: El ofendido puede efectuar esta reserva pero el proceso civil de amparo no puede iniciarse hasta que recaiga sentencia firme en el procedimiento penal (Arts. 111 y 112.1 LECrim).
c) Iniciación del procedimiento civil por hechos que sean encuadrables en un delito privado: Si se ejercita la acción civil, se considera extinguida la acción penal. (Art. 112 LECrim
).
Los delitos que pueden perseguirse en virtud de querella particular: Injurias y calumnias contra particulares, tras la promulgación del Código Penal de 1995. En estos casos, por mero ejercicio de la acción civil se supone que rechaza la acción penal porque se refiere a la vía civil frente a la penal. 
d) Incoación de un proceso civil por hechos subsumibles en un delito semipúblico : En la actualidad, la obligación judicial de suspender el proceso civil por apreciar una cuestión prejudicial penal no comprende los supuestos relacionados con el art. 18.1 CE, por así imponerlo el artículo 1.2 de la LoDH y, consiguientemente, la víctima de la intromisión ilegítima podrá acudir directamente al proceso civil de amparo sin el temor de que el juzgador proceda a suspender el procedimiento y le remita al proceso penal en contra de su voluntad.: 
- Procedimiento adecuado
El procedimiento adecuado para deducir la pretensión es el juicio ordinario (Art. 249.1.2 LEC). En materia de plazos, existe una especialidad (Art. 95.1 LO Reguladora del Derecho al honor, intimidad y propia imagen): cuatro años desde que el legitimado pudo ejercitarla.
- Medidas cautelares
Según el Art. 9.2 LO Reguladora del Derecho al honor, intimidad y propia imagen, las medidas cautelares están destinadas a obtener el cese inmediato de la intromisión ilegítima. Deben acomodarse a la regulación de los Arts. 721 y ss de la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil.
- Sentencia
Junto al reconocimiento del derecho fundamental vulnerado, la sentencia debe adoptar las medidas necesarias para su restablecimiento que, si se tratara del derecho al honor, a la intimidad o a la propia imagen, pueden contener: 
- El Cese inmediato de la intromisión ilegítima.
- El reconocimiento del derecho de réplica.
- Difusión de la sentencia.
- Condena a la indemnización por daños y perjuicios.
- Indemnización de daños y perjuicios que deberá contener, además del daño emergente, el daño moral, para lo cual habrá de valorarse la “difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido” (art 9.3)
Se extenderá la indemnización, por tanto, al daño moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso que sea y a la gravedad de la lesión producida. Se tendrá en cuenta la audiencia o difusión del medio y del beneficio del causante de la lesión como consecuencia de la misma. El Tribunal Supremo exige un peculiar deber de motivación derivado del principio de proporcionalidad ante cualquier deber de protección del derecho fundamental ponderado. Se deben ponderar los derechos constitucionales en conflicto. En caso de que la sentencia omita el juicio de ponderación o con ponderación no respeta la Doctrina del Tribunal Constitucional, es objeto de protección jurisdiccional ante los tribunales ordinarios, la Audiencia Provincial en apelación, o recurso de casación ante el Tribunal Supremo; o recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.
El proceso civil de amparo sumario del derecho de rectificación
El proceso civil de amparo sumario del derecho de rectificación encuentra regulación en la LO 2/1984, de 26 de marzo reguladora del Derecho de rectificación . El objeto de este proceso civil especial lo constituye la pretensión de reconocimiento el derecho de rectificación y la condena a un medio de comunicación social a publicar en dicho medio la rectificación pretendida. La pretensiónn ha de fundamentarse en la publicación de una noticia, en un medio de comunicación, que carezca de veracidad y que ocasione un perjuicio al destinatario de la misma. Están legitimados activamente todas las personas, naturales o jurídicas que considere inexacta y perjudicial una  determinada noticia pudiendo ejercitar la acción el perjudicado, por sí mismo o a través de representante. Lo relevante (Morenilla Allard) es que el medio de comunicación está presente en el juicio bien por su director, bien por su representante específico, con independencia, pues, de que, en la demanda, se dirija la pretensión contra la empresa editora y no contra el Director de dicho medio de comunicación.
A diferencia de los demás amparos ordinarios, el derecho de rectificación sólo puede solicitarse a través del juicio verbal (arts 250.1.9º y 249.1.2º LEC) por lo que el demandante que  ejercitara la acción en otro tipo de procedimiento habrá de enfrentarse a la excepción de inadecuación de procedimiento.
Para el supuesto de que el medio destinatario de la rectificación fuera de la titularidad estatal no será necesaria la reclamación administrativa previa según dispone el art 7 de la Ley Orgánica del derecho de rectificación.  Pero la exoneración de este privilegio del Estado no exime al particular, sea el medio de la propiedad de una persona jurídico pública o privada, de la carga de efectuar el requerimiento de rectificación, con carácter previo de la presentación de la demanda

La competencia objetiva la ostentan los Jueces de Primera Instancia y la territorial se determina a través del fuero del domicilio del actor o del lugar de la dirección del medio de comunicación social, a elección de aquél, de acuerdo a lo dispuesto en el art 4 de la LODR. Este procedimiento especial tiene la peculiaridad de que no rige en el mismo la obligatoriedad de comparecer mediante Abogado y Procurador (art 5.1 LODR). El juicio verbal se sustanciará de forma sumaria. Las partes disponen de un plazo de 7 días para la comparecencia y solo se admitirán las pruebas que puedan practicarse en el acto de la vista, momento en el que el juez podrá recabar de oficio copia de la información objeto de rectificación. El fallo de la sentencia se limitará a denegar la rectificación o a ordenar su publicación. El Juez podrá desestimar la pretensión de amparo del derecho de rectificación cuando la información se le represente cierta de toda evidencia, no imponiendo a la parte demandada la difusión de una versión que, también de manera palmaria o patente, carece de toda verosimilitud o no puede en modo causar perjuicio al demandante (STC 168/1986, citado por Morenilla Allard). Por su parte, la jurisprudencia ha admitido la posibilidad de que la parte perjudicada interponga recurso de casación contra la Sentencia dictada en apelación con base en el único motivo de interés casacional. 
Para el Tribunal Constitucional, "la rectificación opera como un complemento de la información que se ofrece a la opinión pública, mediante la aportación de una "contraversión" sobre hechos en los que el sujeto ha sido implicado por la noticia difundida por un medio de comunicación. La relevancia pública del espacio informativo en el que queda comprometida la formación de la opinión, justifica la acogida de versiones que permitan el contraste de informaciones en ese mismo espacio mediante la aportación de datos por quien se ve implicado en alusiones que considera inciertas y lesivas de su reputación. Por ello, si bien el derecho de rectificación constituye un derecho autónomo de tutela del propio patrimonio moral, a la vez opera como instrumento de contraste informativo que supone un complemento de la garantía de libre formación de la opinión pública ( STC 99/2011, de 20 de junio).
La Audiencia Provincial de  de Madrid d en Sentencia de 134/2011, de 9 de marzo considera que “En definitiva, el legislador no ha creado la acción de rectificación pensando en la comprobación de la veracidad de la información, como se deduce del articulado de la ley ( Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid nº 47/2011, de 28 de enero). Lo fundamental no es que la información divulgada sea falsa y que la versión del rectificante sea verdadera, pues el derecho de rectificación no está conectado con la falsedad o inexactitud de los hechos difundidos. Lo relevante así no es que esos hechos sean inexactos, sino que lo sean para la persona a la que aluden y que acciona ejercitando este derecho , pues el derecho de rectificación se transforma en un derecho de acceso por alusiones “
Destacar que la exégesis de la Ley Orgánica 2/1984 se ha enriquecido notablemente con la Sentencia del Tribunal Constitucional 168/1986, de 22 de diciembre, que constituye una referencia imprescindible a la hora de analizar el derecho que aquí nos ocupa, y que viene a citar la jurisprudencia más reciente ( Sentencias del mismo Tribunal Constitucional de 51/2007, de 12 de marzo, y 99/2011, de 20 de junio; del Tribunal Supremo 475/2012, de 9 de julio; de la Audiencia Provincial de Madrid 279/2010, de 4 de junio, 134/2011 de 9 de marzo, 253/2011, de 27 de mayo, 35/2012 de 20 de enero, 84/2012 de 8 de febrero; entre otras muchísimas), de cuyas remisiones resulta incuestionada la vigencia actual de la misma. Esta sentencia ha definido el derecho de rectificación como "la facultad otorgada a toda persona, natural o jurídica, de "rectificar la información difundida, por cualquier medio de comunicación social, de hechos que le aludan, que considere inexactos y cuya divulgación pueda causarle perjuicio" (art. 1). Se satisface este derecho mediante la publicación íntegra y gratuita de la rectificación , referida exclusivamente a los hechos de la información difundida, en los términos y en la forma que la Ley señala (arts. 2 y 3). Configurado de este modo, el derecho de rectificación es sólo un medio de que dispone la persona aludida para prevenir o evitar el perjuicio que una determinada información pueda irrogar en su honor o en cualesquiera otros derechos o intereses legítimos, cuando considere que los hechos lesivos mencionados en la misma no son exactos". Esta finalidad preventiva que persigue el ejercicio del derecho de rectificación ha hecho necesario que el mismo se articule sobre la base de un trámite sumario, para garantizar la rápida publicación de la rectificación solicitada, como ya señalaba la Sentencia del Tribunal Constitucional 35/1983, de 11 de mayo. Por ello, el legislador ha diseñado un procedimiento judicial urgente y sumario. Y, como afirma la Sentencia del Tribunal Constitucional 168/1986, "la sumariedad del procedimiento verbal , de la que es buena muestra que sólo se admitan las pruebas pertinentes que puedan practicarse en el acto -art. 6.b)-, exime sin duda al Juzgador de una indagación completa tanto de la veracidad de los hechos difundidos o publicados como de la que concierne a los contenidos en la rectificación , de lo que se deduce que, en aplicación de dicha Ley, puede ciertamente imponerse la difusión de un escrito de réplica o rectificación que posteriormente pudiera revelarse no ajustado a la verdad. Por ello, la resolución judicial que estima una demanda de rectificación no garantiza en absoluto la autenticidad de la versión de los hechos presentada por el demandante, ni puede tampoco producir, como es obvio, efectos de cosa juzgada respecto de una ulterior investigación procesal de los hechos efectivamente ciertos". La importante consecuencia que se deriva es que no es necesario que los hechos que aludan y perjudiquen al rectificante sean realmente inexactos, sino que basta con que éste los considere como tales, pues no se trata de que el rectificante imponga la verdad frente a la falsedad de la información, sino de que ofrezca una versión distinta -pero no necesariamente auténtica- de aquélla. Así lo ha entendido la Audiencia Provincial de Madrid en su Sentencia 362/2010, de 29 de julio, que añade que "en el ejercicio del derecho de rectificación no tiene ninguna relevancia, en general que las informaciones aparecidas sean ciertas aplicando el canon de certeza y veracidad que tiene reconocido el Tribunal Constitucional y, mucho menos se requiere que la rectificación sea también cierta y ponga en evidencia la falsedad o la incorrección de la noticia publicada. En el proceso de rectificación no se trata de hacer una investigación completa tanto de la veracidad de los hechos difundidos o publicados, como de los contenidos en el escrito de rectificación , pues no es la finalidad del proceso el descubrimiento de la verdad, sino algo tan simple como procurar la existencia pública de versiones diferentes sobre unos mismos hechos, como sistema para que el público pueda hacerse una idea mejor de la realidad. Retrata simplemente la posibilidad de que el accionante del derecho pueda oponer su versión a unos hechos, versión que no tiene por qué ser verdadera y que no implica la falsedad de lo publicado". Por esta razón la jurisprudencia habla de una doble finalidad del derecho de rectificación , a saber: desde un punto de vista del interés personal, que el aludido por una información puede exponer en el mismo medio su versión de los hechos, y no tanto que se exprese la verdad de lo ocurrido o informado; y desde el punto de vista del interés general, que la colectividad conozca otra versión de los hechos informados, por lo que el derecho de rectificación , a pesar de su nombre, no trata tanto de cuestionar la información o corregirla sino de ofrecer más información sobre lo tratado por un medio en interés del aludido y de la propia colectividad para formarse una mejor opinión pública ( Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid 47/2011, de 28 de enero).

Conclusiones
No hay derechos fundamentales absolutos y todos deben ponderarse , caso a caso, con otros derechos, intereses y bienes constitucionalmente protegidos
. Los derechos al honor, a la intimidad y a la propia imagen no son , en absoluto, ninguna excepción a tan consolidada doctrina jurisprudencial. Por ello, hemos de asumir que, aunque la Constitución no lo prevea expresamente,  siempre cabe su sacrificio legítimo cuando se respetan los requisitos que proporcionan una justificación objetiva y razonable, sin que, por supuesto, esto deba ser generalizado.
El proceso civil de tutela del derecho al honor, a la intimidad y a la imagen encuentra su fundamento en la protección de derechos fundamentales de naturaleza sustantiva garantizados en el artículo 18 de la CE y regulado en la LO 1/1982, de 5 de mayo , de protección civil del derecho al honor , a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, ahora bien esta Ley no acomete distinción alguna entre cada uno de estos derechos, de dónde podría inferirse que la tutela del derecho al honor comporta, al propio tiempo, la de la intimidad y la propia imagen. La realidad histórica nos muestramúltiples casos en los que en efecto, se produce en unidad o sucesión  de actos, una quiebra conjunta de los tres derechos fundamentales mencionados, pero ello no resulta óbice para reconocer que, en otras ocasiones, la lesión del derecho individual o concretamente vulnerado incide, de manera directa y exclusiva en el honor, en la intimidad o en la imagen, sin interferencia o, si se prefiere, injerencia recíproca alguna.

Por último poner de relieve que las denominadas nuevas tecnologías han proporcionado y proporcionan día a día nuevos supuestos de posible vulneración de los derechos al honor, a la intimidad y a la propia imagen que hacen que debamos continuar con la labor de investigación en el campo de los derechos humanos sin descuidar los avances que tanto nos facilitan la labor diaria pero que constituyen , al mismo tempo, campo abonado para nuevos y desconocidos quebrantos en el mundo de los Derechos Humanos.
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�	 Exposición de Motivos de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/200 , de 7 de enero(BOE de 8 de enero de 2000; c.e BOE de 14 de abril de 2000; c.e. BOE de 28 de julio de 2001)	 consultada en Còdigo de Leyes Procesales, edición Vicente Gimeno Sendra, Manuel Díaz Martínez, septiembre 2013, UNED, editorial La Ley grupo Wolters Kluwer y en www.noticiasjuridicas.com 





�	http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=53&tipo=2





�	 Morenilla Allard, P., “El amparo civil ordinario” dentro del libro “Los derechos fundamentales y su protección jurisidiccional” , de Vicente Gimeno Sendra, Antonio Torres del Moral, Pablo Morenilla Allard y Manuel Díaz Martínez, Editorial Colex ,2007, pags 645 y ss.





�	 Cortés Domínguez, citado por Morenilla Allard, P. “El amparo civil ordinario”, dentro del libro “Los derechos fundamentales y su protección jurisdiccional”, de Vicente Gimeno Sendra, Antonio Torres del Moral, Pablo Morenilla Allard y Manuel Díaz Martínez, Editorial Colex ,2007, pag 647





�	 Constitución Española: artículo 9.1( Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico) , artículo 10.1 La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social)





�	 STC 221/2002, de 25 de noviembre, FJ2, en el que se resume esta jurisprudencia, citada por  Morenilla Allard, P. “El amparo civil ordinario”, dentro del libro “Los derechos fundamentales y su protección jurisdiccional”, de Vicente Gimeno Sendra, Antonio Torres del Moral, Pablo Morenilla Allard y Manuel Díaz Martínez, Editorial Colex ,2007, pag 652





�	 Fuente � HYPERLINK "http://www.elderecho.com/civil/prueba-ilicita-proceso-civil_11_28355" \h �http://www.elderecho.com/civil/prueba-ilicita-proceso-civil_11_28355�5003.html conceptode prueba ilícita





�	 Gui Mori, T, “Prontuario procesal para juristas. Síntesis de la jurisprudencia procesal del Tribunal Constitucional”, Editorial Wolters Kluwer 2014





�	 Gimeno Sendra, V. y otros. “Los derechos fundamentales y su protección jurisdiccional”, editorial Colex 2007





�	  Fuente: � HYPERLINK "http://www.elderecho.com/actualidad" \h �www.elderecho.com/actualidad� y Gui Mori, T.  “Prontuario procesal para juristas: Síntesis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional”, edición especial para Colegio Abogados de Murcia, Cartagena y Lorca, Editorial La Ley , Wolters Kluwer, 2014.





�	  EDL 1978/3879





�	 Fuente: www.elderecho.com


�	 Art 112 de la LECRm “ Ejercitada solo la acción penal, se entenderá utilizada también la civil, a no ser que el dañado o perjudicado la renunciase o la reservase expresamente para ejercitarla después de terminado el juicio criminal, si a ello hubiere lugar. si se ejercitase sólo la  civil que nace de un delito de los que no pueden perseguirse sino en virtud de querella particular, se considerará extinguida desde luego la acción penal”.





�	 Morenilla Allard, P, “Los derechos fundamentales y su protección jurisdiccional”, editorial Colex 2007, p 665  y ss 





�	 Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia nº 33 de Barcelona nº 17/2014, de 7 de febrero en la que se deniega el derecho de rectificación en Menéame y donde la Juez considera que el derecho de rectificación debió ejercerse frente a los autores reales de la divulgación que afecta a su prestigio o a su integridad moral, y no frente al agregador de enlaces Menéame . Vista en  http://www.bufetalmeida.com/666/no-rectificacion-meneame.html#sthash.25byfDg7.dpuf





�	 Ruiz Legazpi, A., “Derecho a la intimidad y obtención de pruebas: el registro de ordenadores (incoming de emule) en la sentencia 173/2011”,  Revista española de Derecho Constitucional, ISBN 0211-5743. nº 1100, enero-abril 2014, pag 00.00





�	 Calaza López, S, “Delimitación de la protección civil del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen”, Revista de Derecho UNED, nº 9, 2011.








